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La Revista Foro (UCM) me ha invitado generosamente a escribir sobre 
este apasionante tema que viví con intensidad como alto cargo del Minis-
terio de Justicia. Voy a dividir mi exposición en dos partes bien diferen-
ciadas aunque simultáneas: el conjunto de reformas legales llevadas a cabo 
en aquél magnífico periodo y, especialmente, la específica referida a la Ley 
General Penitenciaria.

Voy a completar el título de mi trabajo mencionando las reformas polí-
ticas, penales y procesales acontecidas durante aquel periodo reformista. 
No pueden estar todas porque yo no estuve en muchas de ellas, pero sí 
traer a colación cuántas conocí de primera mano. Parto de la base de que 
mi artículo puede abrir, para la mayoría de los lectores, un momento histó-
rico tan lejano que podría calificarse de desconocido. Acaso algún estudio 
actual proporciona noticia fidedigna del mismo. Y ello es lógico. Yo tengo 
setenta y ocho años y voy a escribir de cuando tenía treinta y uno, edad de 
mi nombramiento como director general de Instituciones Penitenciarias, y 
de un poco antes, es decir desde los auténticos comienzos del cambio, y lo 
haré desde dentro, desde los entresijos del segundo escalafón del gobier-
no, basándome en lo que hoy guardo en mi archivo memorístico y en algu-
nas aportaciones publicadas.

La Constitución vigente se elaboró gracias al espíritu del denominado 
«consenso», que impregnó aquella etapa. Saliendo del inmediato franquis-
mo, aquella fórmula se desarrolló en temas como los «pactos de la Mon-
cloa», el Estatuto de los trabajadores, la Ley General Penitenciaria, los 
Estatutos de Autonomía y otras reformas legales, al margen de otros mino-
ritarios y a los extraparlamentarios. La misma composición de los ponentes 
constitucionales demostró el compromiso con los demócratas y la ausencia 
de los ambiguos y de los que no participaban en sus postulados. Cuando 
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en determinado momento se suspendieron las reuniones, por discrepan-
cias no sustanciales entre los ponentes, pronto retornaron los encuentros 
para avanzar en el texto constitucional.

La política era entonces un ejercicio de lealtad con el país y con las ins-
tituciones, con algunas de las mismas que ciertamente empezaron a crear-
se. Por lo que alcanzo a ver, los miembros del gobierno y de la oposición 
no vivían de sus cargos o funciones. Se trataba de profesionales respeta-
dos que incluso sacrificaron su inmediato futuro por el bien de todos. 
Cuando dejaron los puestos o el escaño, sus antiguos empleos les espera-
ban tal y como los dejaron, sin ningún aprovechamiento personal de lo 
llevado a cabo ni especial beneficio. Sonará a raro, a la vista de la situa-
ción actual, pero así fue.

La Constitución Española parte de la Ley de reforma Política de 1977 
que, siendo Secretario General Técnico del Ministerio de Justicia, elabo-
ra Miguel Herrero y Rodríguez de Miñón, luego uno de los «padres» de 
la Norma suprema. Pero el texto básico de nuestra convivencia necesita-
ba después de otras modificaciones ordinarias. Se me alcanzan ahora las 
siguientes: la limitación de los Consejos de Guerra, la supresión del Tribu-
nal de Orden Público (TOP), la abolición también de determinados deli-
tos o el principio reinsertador de la prisión, por ejemplo.

Consejos de Guerra para civiles y TOP desaparecieron con la refor-
ma política, transformándose también el procedimiento penal. El habeas 
corpus, el no considerar el atestado policial como prueba y la asistencia 
letrada se imponen. La Audiencia Nacional asume la competencia para 
los delitos más graves, como terrorismo, narcotráfico, monetarios, otros 
de repercusión nacional, etc. Su localización territorial única, en Madrid, 
evita la presión de las bandas y grupos de las organizaciones criminales en 
sus lugares de origen natural. Desde entonces, este Tribunal figura en el 
repertorio de nuestra justicia procesal. No es pues una jurisdicción penal 
especial, sino especializada.

I

Cuando me integré en el Ministerio de Justicia, además de dedicarme a 
la redacción y defensa de la Ley General Penitenciaria, me ocupé de algu-
nos asuntos, al margen del tema principal de mi puesto, por encargo del 
ministro, Landelino Lavilla Alsina, y del subsecretario, Juan Antonio Orte-
ga Díaz-Ambrona. Los tres que me parecieron altamente significativos 
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fueron modificaciones pertinentes al vigente Código Penal, pues existían 
todavía delitos que no podían sostenerse en el nuevo periodo que nacía y, 
entre ellos, el adulterio, el amancebamiento, el rapto o el estupro de don-
cella, suprimidos todos.

El 1979 escribí el primer Decreto-Ley antiterrorista, ley especial que 
no se integró entre las reformas al Código Penal, como sí hizo el PSOE al 
llegar al poder. La metodología era igual de correcta, pero nosotros opta-
mos por la rapidez de aprobar una legislación que no tendría necesidad 
de esperar a la reforma más lenta en las Cortes de un texto punitivo com-
pleto. Es verdad que muchos de los aspectos formales se mantuvieron en 
lo sucesivo en cuanta normativa de este cariz se promulgó y así, la prórro-
ga por cinco días del plazo de detención, la intervención de las comunica-
ciones, la prisión incomunicada o las detenciones y registros varios, pero 
el sometimiento a la autoridad judicial, que ratificaba las intervenciones, 
cubría el rigor del sistema.

Las fuerzas de orden público estaban muy poco preparadas para el 
tránsito político. El principio de autoridad en la etapa franquista se impo-
nía sin mayores dilemas. Mas la democracia trajo la libertad de expresión y, 
en ocasiones, manifestaciones violentas y no autorizadas. La Policía Nacio-
nal creó las denominadas Unidades de Reserva, antidisturbios preparados 
para el conflicto. Existían varias en determinados lugares que se turnaban 
en el ejemplar servicio. Pero la Guardia Civil no tenía estos medios. De 
hecho, recuerdo como Interior no pudo dar la orden de repeler las gra-
ves agresiones sufridas por los agentes o las fuertes algaradas, por no tener 
éstos más instrumentos de defensa que sus armas de fuego reglamentarias. 
La creación de compañías antidisturbios propias, con el material adecua-
do, se impuso. La uniformidad policial se transformó, del gris al marrón, y 
los mandos dejaron de ser, en breve, oficiales del ejército para entregar la 
responsabilidad a los profesionales policiales.

Adolfo Suárez siempre escuchaba a todo su gobierno. Enérgico, valien-
te e intenso, la obediencia sensata y admirada se lograba sin empacho. 
También, unas grandes dosis de tolerancia, necesarias para el momento. 
Yo tuve la suerte conocerle y puedo asegurar que impactaba fuertemen-
te su autoridad intrínseca y su carácter esforzado. Pero eso sí, si había que 
actuar del modo que exigía, no vacilaba en hacerlo, por ejemplo, retiró a 
mi ministro, Landelino Lavilla, al que tanto quería, de la discusión pre-
via al texto del Título VIII de la Constitución, el de las Autonomías, cuya 
redacción no satisfacía al gran jurista, nombrando para seguir los acuerdos 
a Fernando Abril. Mi ministro era persona muy inteligente, fino jurista y 
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leal y jamás le escuché pronunciarse con desaprobación sobre este tema. 
Con ocasión de mi atentado, fue el presidente el primero en llamarme inte-
resándose por el suceso y ofreciéndose en lo que necesitara.

Dos Direcciones Generales eran de enorme trascendencia entonces: 
la de Justicia y la Instituciones Penitenciarias. Yo ocupé la segunda en los 
años 1978 y 1979, pero de seguido voy tratar de la primera y la importan-
cia de su función y validez motivada de su eliminación.

El director general y, desde luego, el ministro, tenían en sus manos, 
ni más ni menos, los nombramientos de la carrera judicial. Todos los car-
gos, desde, por ejemplo, los jueces decanos a los magistrados del Tribunal 
Supremo, pasaban por su designación poco reglada. Siempre había sido 
así, pero, en la reforma democrática, era insostenible. Yo recuerdo, des-
pachando con Landelino Lavilla, las llamadas y conversaciones al respec-
to de jueces o autoridades postulándose o recomendando los cargos. Que 
todo pasara en definitiva por el ministro, destacado miembro del gobierno, 
cuándo no existía clara separación de poderes, confería un poder omní-
modo al mismo y a la Dirección General de Justicia. Era evidente que no 
existía el Consejo General del Poder judicial. Sus competencias vaciaron, 
en este capital aspecto, la mencionada Dirección. Para completar el sis-
tema judicial, por Ley Orgánica 2/1979, de inmediato se crea el tribunal 
Constitucional.

II

En esta segunda parte, me adentro en la peripecia personal e institucio-
nal que aconteció en los años en que fui director general del ramo y cómo 
se gestó y aprobó la Ley Orgánica General Penitenciaria, hace cuarenta y 
siete años y que aún hoy sigue en vigor. El haber sido autor de la mencio-
nada Ley y haber formado parte, como alto cargo, de la transición demo-
crática, me permite narrarles mi lejana aportación.

Cuando fui nombrado para el mando supremo de nuestros estableci-
mientos penitenciarios era muy joven, tenía treinta y un años. No obstan-
te, conocía ya este mundo. Mi querido padre, además de médico general, 
de Aduanas y del antiguamente denominado Seguro de Enfermedad, era 
facultativo del Cuerpo de Prisiones, especialista en biopatología e histo-
logía, y cuando asistía a sus consultas en la antigua prisión madrileña de 
mujeres de Yeserías, hoy Centro de Inserción Social (CIS) Victoria Kent, 
que entonces también era hospital penitenciario, le acompañaba y me que-
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daba esperándole en los jardines de la entrada, sentado en los bancos que 
había. Fue mi primer contacto con los entonces uniformes verdes de los 
funcionarios de Instituciones Penitenciarias que después llevé dentro.

En segundo lugar, siempre observé a los funcionarios penitenciarios 
cumplir con su deber cuando asistía a mis defendidos del Tribunal de 
Orden Público (TOP) o de las Secciones penales de la Audiencia Pro-
vincial madrileña en el locutorio de abogados, llamados «de jueces» en la 
citada prisión de Carabanchel, así como en otros centros donde también 
acudía (Psiquiátrico penitenciario, Jóvenes, Alcalá hombres y Alcalá muje-
res, etc.) a verles por causas criminales, particulares y de oficio, y a despa-
char profesionalmente con ellos, preparando sus defensas. Y este ejerci-
cio, esforzado y valiente, era no solo mi deber sino que fue, asimismo, mi 
aprendizaje de futuro.

Por fin, mi tesis doctoral en la Facultad de Derecho de la Universidad 
Complutense madrileña, defendida en junio de 1974, publicada menos de 
un año después (marzo de 1975) por el Instituto de Criminología de aquél 
centro docente, al sistema penitenciario español, dirigida por mi querido 
maestro, el profesor Enrique Gimbernat Ordeig, se dedicó. Así, no cabe 
duda que en mí se unieron, cuando mi designación para el cargo, el recuer-
do entrañable e imperecedero, el bagaje y el saber. Prácticamente, desde 
entonces, la docencia y la investigación ocuparon mi vocación, marginan-
do el ejercicio de la abogacía.

De forma relativa aunque, claro es, no completa, no me era así extra-
ño previamente el espacio que luego formó parte de mi dedicación política, 
que nunca he olvidado y que todavía venero. Y precisamente por mi cono-
cimiento de antaño, me puse a desarrollar con fruición al poderoso encargo 
recibido. Me hice cargo de la redacción del Proyecto de Ley Penitenciaria, 
como se me había pedido, antes de las vacaciones de Navidad de 1977, por 
el Subsecretario de Justicia, Juan Antonio Ortega Díaz-Ambrona, estando 
destinado, dentro de la cátedra de mi citado maestro, en la Universidad de 
Salamanca, y se lo presenté, ya cerrado, al ministro, reiteradamente citado 
en estas páginas y hoy tristemente desparecido, Landelino Lavilla Alsina, 
en mayo de 1978, habiendo asumido la Dirección General desde finales del 
anterior mes de marzo, pues en esa Semana Santa había sido vilmente ase-
sinado, al salir de su domicilio y a la vista de su esposa, por el grupo terro-
rista Grapo, mi antecesor, Jesús Haddad Blanco. La obsesión de esta banda 
criminal con el alto cargo de Instituciones Penitenciarias entre sus objetivos 
criminales, no cesó pues, un año después, en una especie de siniestro ani-
versario, lo intentó acabar conmigo sin resultado lesivo.
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El texto que después se convirtió en Ley se compone de tradición y 
modernidad y así puedo hoy repetir, como lo he hecho tantas otras veces 
en intervenciones orales y escritas, que nuestro sistema penitenciario ha 
tenido en cuenta su mejor pasado y las superiores muestras de humanis-
mo de las que siempre hizo gala. Estos dos aspectos genéricos impregnan 
la disposición de una forma profunda y clara.

Todo ello se explicó a los parlamentarios que después aprobaron la 
norma, unánimemente en el Congreso y por aclamación en el Senado, 
como Ley Orgánica 1/1979, de 26 de septiembre, General Penitenciaria, 
la primera de desarrollo constitucional. Y yo, teniendo en mi pensamien-
to y en mi corazón todo cuanto aconteció, los buenos y malos momen-
tos, las alegrías y los disgustos, lo que pudo ser una continuada vocación 
política, mi atentado, la reforma emprendida y el haber trabajado con los 
mejores subordinados, hoy ya fallecidos y siempre recordados (el profesor 
Francisco Bueno Arús y los funcionarios del Cuerpo Técnico de IIPP, pri-
meros de su correspondiente escalafón, Jesús Alarcón Bravo, psicólogo, y 
Emilio Tavera Benito, jurista criminólogo), me dediqué a la Universidad, 
que ya era la de Alcalá, de donde por oposición procedía, desde el curso 
1977-1978, antes del cargo ministerial, como modesto integrante del anti-
guo cuerpo de profesores adjuntos, preparando la todavía lejana cátedra 
de Derecho penal, que logré en 1986, siempre de la mano generosa y con el 
apoyo permanente de mi maestro, el profesor Gimbernat que, previamen-
te, me había aconsejado, primero en conversación telefónica inolvidable y 
después personalmente, aceptar el relevante puesto. Y es que en la vida de 
uno hay personas relevantes que la marcan positivamente para siempre y 
en cada momento determinante.

¿Cómo se llegó a esta situación legislativa tan bienaventurada? La 
norma fue discutida y, paso a paso, aceptada por todos. No hubo un solo 
artículo que yo no explicara y, en su caso, negociara, en la previa y obliga-
da Comisión de Justicia e Interior del Congreso de los Diputados y así, se 
fueron completándose sus preceptos, hasta conformarse, en la Ponencia, la 
disposición total y definitiva. Se acordó que tuviera una extensión adecua-
da, como norma tipo, de 60 artículos, los que en ella finalmente figuran, y 
un par de Disposiciones Transitorias y otras tantas Finales, desechándose 
la desmesurada longitud de los textos comparados que fueron estudiados 
al unísono, como principalmente las legislaciones sueca, italiana o alema-
na, todas ellas de mediados de los años setenta, que más que Leyes, Regla-
mentos, por su amplitud de preceptos, parecían. Como en tantas ocasio-
nes he puesto de manifiesto, fue una Ley de todos porque por todos fue 
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hecha y sentida, de ahí el consenso obtenido en su redacción y posterior 
votación. Y, sin duda, de ahí también deriva su vigencia de casi cuarenta y 
cinco años, a cumplir en el próximo septiembre de 2024.

La Ley Penitenciaria fue una muestra más de la modélica transición 
política española, de la reciente dictadura a la incipiente democracia, 
consensuada y acontecida en aquel tiempo magnífico, pese a las tremen-
das dificultades, cambio radical consolidado en todo caso, con otra gran 
norma de consenso, cual la Constitución (CE), que no comenzada en el 
año 1983, como se mantiene ahora, con inexactitud sectaria, en la Ley de 
Memoria Democrática.

III

En cuanto al contenido de la Ley Orgánica General vigente voy a con-
tinuación a significar los puntos más importantes del texto.

De importancia trascendental fue la incorporación del juez de vigilancia 
Penitenciaria. Francia e Italia fueron los capitales ejemplos, aunque también 
se contemplaron otros de menor dedicación al tema (Alemania, Bélgica, 
Brasil), si bien las funciones y competencias atribuidas a tal órgano judicial 
en nuestra norma fueron bastante más extensas, pues alcanzan a las mate-
rias penológica y penitenciaria. Figura deseada por la mayoría de la doctrina 
especializada, fue el momento oportuno de reflejarla en el texto legal.

Asimismo, la distinción entre los regímenes de primer, segundo y tercer 
grado se contempló y aprobó sin problema. El cerrado, con su antecedente 
de «régimen de vida mixta», que tomé de la Ley de Enjuiciamiento Crimi-
nal, si bien se consideró la excepción, como bien dice el propio art. 10.1 de 
la Ley Penitenciaria, no se rechazó, pues se juzgó en determinados casos 
como imprescindible. De igual manera, en sus antípodas, el abierto se fue 
extendiendo, trasformando centros convencionales (Alcázar de San Juan o 
Valencia mujeres) en destinados a terceros grados; los modernos CIS (que 
el de Córdoba lleve mi nombre es un supremo orgullo) son muy posterio-
res, pero su arranque y expansión parten de aquella iniciativa. El segun-
do grado quedó como el ordinario de la clasificación de los penados a su 
ingreso en los centros. La concentración que ordené de los terroristas en 
determinadas prisiones: ETA en Soria, Grapo en Zamora, Terra Lliure en 
Segovia y extrema derecha en Ciudad Real, también mereció el apoyo sin 
fisuras de nuestros diputados y senadores. No cabe duda que eran otros y 
mejores tiempos a este respecto.
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La separación del régimen del tratamiento es otra de las grandes nove-
dades de la Ley, y la supeditación de aquél a éste, pues hasta entonces 
en nuestros Reglamentos y en el mismo Derecho comparado se explica-
ban —y aún hoy se contemplan— mezclados y confusos. Jesús Alarcón 
Bravo, psicólogo del Cuerpo Técnico y mi Inspector General Penitencia-
rio, redactó los preceptos legales orgánicos donde se contempla, con pro-
fundidad y rigor, aquél.

Dos Títulos diferentes (el II y el III LOGP) se dedican a la evidente 
distinción. Las ciencias de la conducta se ocupan de establecer los méto-
dos aplicables para lograr la reeducación y la reinserción social de los con-
denados, objetivo constitucional (art. 25.2 CE) y legal (arts. 1 y 59.1 de la 
Ley Penitenciaria) de la pena privativa de libertad. Los conocimientos y 
la autoridad de Alarcón se mostraron determinantes al respecto y así, fue-
ron los arts. 59 y ss., que tan nuevos conceptos contienen, los que menos 
enmiendas tuvieron en el debate parlamentario. Tampoco presentó obstá-
culos, en lo que a mí pluma directamente afectó, el enunciado del art. 72.1 
de la Ley, por mí escrito de entre los del Título III, y referido a la indi-
vidualización científica, a salvo una pequeña discusión propiciada en el 
Anteproyecto de la Ley y superada finalmente con el apoyo inestimable del 
grupo Socialistas de Cataluña, hoy desaparecido. La pretensión de mante-
ner el viejo sistema progresivo puro quedó así superada en el texto defini-
tivo y en el posterior buen hacer penitenciario.

No todo acaba aquí. Muchas más novedades se introdujeron en la dis-
posición orgánica, no citadas todavía, y las mismas tiñeron de modernidad 
un sistema que venía, en los Reglamentos franquistas, de un cumplimiento 
más rígido y enérgico. He aquí sus grandes hitos: el respeto por los reclu-
sos preventivos o penados, en su vida, integridad y derechos humanos, se 
impuso y presidió todo el sistema. El derecho de sufragio de los reclusos, 
el alojamiento en celdas individuales, la exigencia cotidiana del aseo per-
sonal, la limitación del horario laboral y la fijación de las horas de descan-
so, la prestación por desempleo, la excepción de que puedan determinar-
se prisiones mixtas, la posibilidad de poseer su propio dinero, la capacidad 
de cogestión en ciertas actividades del establecimiento, el ejercicio efecti-
vo del derecho de queja, información y recursos; las extensas comunicacio-
nes con el exterior, incluido el vis a vis; el establecimiento de un régimen 
disciplinario garantista, la supresión de las celdas de castigo, equiparándo-
se las de cumplimiento de tal sanción a las ordinarias; el límite de tiempo 
continuado de aplicación de este castigo, los permisos ordinarios de sali-
da, exigidos unos requisitos para su disfrute más que razonables; la com-
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petencia exclusiva en la dirección, organización e inspección de los cen-
tros de la Dirección (Secretaría) General de Instituciones Penitenciarias 
(IIPP), cerrando así el paso a las prisiones privadas o las efectivas trasfe-
rencias penitenciarias a las Comunidades Autónomas (Cataluña, 1983 y 
País Vasco, 2021) que previamente contemplaran la competencia de ejecu-
ción en sus Estatutos. Mucho de lo mencionado, era prácticamente desco-
nocido hasta el momento y verdaderamente revolucionario para el tiempo 
en que la Ley fue redactada.

El texto de la norma penitenciaria ha sido solo puntualmente modifi-
cado, pudiendo decirse que ha permanecido vigente desde hace, prácti-
camente, cuarenta y seis años. Pero lo que es cierto es que la LO 7/2003, 
primero, y luego la LO 1/2015, han revisado con posterioridad, a peor, 
su diseño.

Tanto la modificación de la naturaleza de la libertad condicional, de 
último grado penitenciario a forma de sustitución de la pena, como la pri-
sión permanente revisable, con sus tiempos desmedidos para alcanzar los 
beneficios (permisos de salida, tercer grado o libertad condicional) y la 
excarcelación definitiva, ambas procuradas por la mencionada LO 1/2015, 
alcanzan de manera sustancial al cumplimiento en los centros.

Es verdad que estas últimas son reformas tangenciales a la Ley Peni-
tenciaria y también muy serias al Código Penal que, en mi opinión, no 
deben alcanzar de pleno a la individualización científica proclamada en 
su art. 71.1 de la Ley Penitenciaria, que permanece vigente, mas es noto-
rio que, según como se conciban, la pueden dejar muy afectada. Única-
mente la interpretación generosa de IIPP y de los Jueces de Vigilancia 
será capaz de atenuar los nocivos efectos de las instituciones señaladas y 
así, como ejemplo relevante, cuando legalmente se menciona lo inexcusa-
ble de «haber satisfecho» (art. 72.5.6 Ley Penitenciaria, apartados intro-
ducidos por la citada LO 7/2003) las responsabilidades civiles dimanantes 
del delito para lograr el tercer grado, el Centro Directivo lo ha entendi-
do como «tender a satisfacer» y de esta forma, el pago diferido en perio-
dos, que no es lo mismo y claramente favorece al condenado, se acepta sin 
reserva ni empacho.

En cuanto a la prisión permanente revisable, previsión no prevista en 
la Ley Penitenciaria, es evidente que parece dificultar la proclamada y no 
tocada técnicamente individualización científica, sistema sentado en el 
precepto reiteradamente mencionado que, sin embargo, entiendo que, en 
caso de conflicto, debe prevalecer, por tratarse de un objetivo programá-
tico desde 1979, respecto a las nuevas disfunciones legisladas, pudiendo 
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en concreto, respecto a los extremos plazos mínimos señalados de cumpli-
miento, bien para disfrutar de beneficios ya mencionados o para alcanzar 
la libertad, por la institución de la prisión permanente revisable, ser ate-
nuados o verse reducidos por mor del tratamiento personalizado de cada 
penado teniéndose en cuenta, en su caso, su merecida progresión de gra-
dos y su comportamiento.

Muy poco o nada cuenta, pienso, el alegarse que los tiempos efectivos 
marcados en la LO 1/2015 son de cumplimiento mínimo, pues el Códi-
go Penal también fija mínimos (y máximos), en la denominada individua-
lización «legal» de las penas que, sin embargo, se alteran, en favor del reo, 
por la obtención de concretos beneficios, en la ejecución penitenciaria. 
Así, cualquier tope mínimo de la condena impuesto en la sentencia (indi-
vidualización «judicial»), puede reducirse en sede penitenciaria atendien-
do a la tercera forma de individualización, la llamada técnicamente «eje-
cutiva», del tratamiento concreto. Y para ello precisamente está el citado 
art. 72.1 de la Ley.

En cambio, con mejor fortuna, sí ha sido ampliamente desarrolla-
da legislativamente la Ley Penitenciaria en dos ocasiones, por los Regla-
mentos de 1981 y el vigente, de 1996, e interpretada, perfeccionándola, 
acorde a las Sentencias del Tribunal Constitucional, los criterios de unifi-
cación de doctrina por el Tribunal Supremo, los Acuerdos de los Jueces 
de Vigilancia o las Circulares e Instrucciones de la Secretaría General de 
IIPP. Todo redunda en la mejor inteligencia y aplicación de los preceptos 
legales, lo mismo que cuantas recientes reformas se ejecutan en el actual 
Reglamento de 1996, como la procurada por Real Decreto de 12 de abril 
de 2022, actualizando el acceso a los medios tecnológicos de los internos 
con las garantías debidas, sobre los que acaba de escribir con su consabi-
da autoridad el profesor Sanz Delgado o la anterior relativa al Centro de 
Estudios Penitenciarios, local que se ha establecido finalmente en Cuen-
ca. La exigencia de estar al día ha hecho, asimismo, que se haya adaptado 
muy recientemente, en lo poco aprovechable, las previsiones de la conoci-
da como «Ley Trans» al mundo penitenciario.
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